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Revisión Judicial 
procedente del 

Departamento de 
Corrección y 
Rehabilitación  

 
 
Sobre: 
Clasificación de 
Custodia 

 
Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, el juez 

Bonilla Ortiz y la jueza Cortés González 
 

Cortés González, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de abril de 2021. 

Comparece por derecho propio el señor Jovanny Del Valle 

Bermúdez (señor Del Valle Bermúdez o recurrente), y nos solicita 

que revisemos la determinación emitida el 30 de octubre de 2020, 

por el Comité de Clasificación y Tratamiento del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (Comité de Clasificación). Dicho 

dictamen, ratificó el nivel de custodia máxima para el recurrente. 

El Departamento de Corrección y Rehabilitación, 

representado por la Oficina del Procurador General (Departamento 

de Corrección), compareció ante nos mediante Moción en 

Cumplimiento de Resolución y Solicitud de Desestimación.  En 

primer lugar, solicita la desestimación del recurso de Revisión 

Judicial por entender que el señor Del Valle Bermúdez incumplió 

con los requisitos reglamentarios para el perfeccionamiento del 

recurso.  En segundo lugar, sostuvo como fundamento para la 

desestimación, que la determinación administrativa no cumple con 

la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme.   
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Tras el examen del escrito del recurrente, emitimos 

Resolución requiriendo al Departamento de Corrección  nos 

proveyera copia del expediente del caso administrativo de título, 

con lo cual cumplió. 

Luego de examinar dicho expediente, evaluamos lo planteado 

ante nos en el marco de la normativa legal aplicable a la 

controversia y resolvemos CONFIRMAR la determinación 

administrativa recurrida, sin requerir comparecencias ulteriores, 

conforme nos faculta la Regla 7 inciso 5 del Reglamento de este 

Tribunal de Apelaciones. 4 LPRA Ap. XXII-B R. 7(5). 

I. 

 Según surge de los documentos que obran en el expediente 

administrativo, el señor Del Valle Bermúdez fue acusado y 

encontrado culpable por los delitos de asesinato en primer grado e 

infracción a los Artículos 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas, sobre 

portación y uso de armas de fuego sin licencia y disparar o apuntar 

un arma de fuego.  Se le impuso una Sentencia total de 144 años 

de cárcel, que comenzó a cumplir el 4 de septiembre de 2015.  El 

mínimo de la Sentencia lo cumplirá el 4 de diciembre de 2069 y el 

máximo el 4 de marzo de 2153.   

El Comité de Clasificación realizó el 30 de octubre de 2020 

una evaluación no rutinaria para estructurar el plan institucional y 

la evaluación de custodia del señor Del Valle Bermúdez tras la 

emergencia provocada por el COVID-19 (Coronavirus).  El Comité 

de Clasificación acordó ratificar la custodia del señor Del Valle 

Bermúdez a máxima, tomando en consideración que poseía un 

historial documentado de uso de violencia excesiva. 

Insatisfecho, el señor Del Valle Bermúdez presentó, el 16 de 

noviembre de 2020, una solicitud de reconsideración sobre la 

clasificación de custodia y una Moción Apelando Ratificación de 

Custodia.  La Oficina de Clasificación de Confinados del 
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Departamento de Corrección no acogió la solicitud de 

reconsideración presentada por el señor Del Valle Bermúdez.  Tal 

determinación fue emitida el 10 de diciembre de 2020 y notificada 

el 7 de enero de 2021.   

En la denegatoria, la Oficina de Clasificación de Confinados 

consignó que en este caso, el Comité de Clasificación determinó 

utilizar una modificación discrecional en consideración de los 

delitos por los que fue procesado el recurrente y las circunstancias 

de tales delitos, de los que se desprende que puso en riesgo la vida 

de otras personas que se encontraban en el lugar donde ocurrieron 

los hechos.  Añadió, el detalle particular que, tras el inicio del 

juicio en su contra y haber quedado en libertad con supervisión 

electrónica, el señor Del Valle Bermúdez rompió la cinta sujetadora 

del aparato de rastreo y se evadió.  Dos años después fue 

capturado en Estados Unidos de América y extraditado para que 

cumpliera sentencia por los delitos antes mencionados.  Por tal 

razón, concurrió con la previa determinación del Comité de 

Clasificación para que el recurrente permaneciera en máxima 

supervisión cumpliendo con el plan institucional tal y como había 

sido asignado hasta ese momento. 

 Inconforme con tal determinación, el señor Del Valle 

Bermúdez acude ante nos mediante escrito denominado Moción 

Solicitando Revisión Administrativa.  Le atribuye al ente 

administrativo los siguientes errores: 

1- Erró el Comité al fundamentar su determinación de 
custodia basado en la gravedad de los delitos y lo 
extenso de la sentencia. 
 

2- Erró el Comité al determinar su ratificación de custodia 
basado en que el Recurrente puso en riesgo la vida de 
personas civiles en el lugar donde ocurrieron los hechos 
por los cuales hoy se encuentra en prisión.  
 

3- Erró el Comité al determina su ratificación de custodia 
basado en que el Recurrente quedó en libertad bajo 
supervisión electrónica y rompió la cinta sujetadora del 
aparato de rastreo. 
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4- Erró el Comité al denegar el cambio de custodia basado 
en la modificación discrecional “Historial de Violencia”. 
 

II. 

De conformidad con la política pública consagrada en 

nuestra Constitución, se creó el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación como el organismo responsable de implementar 

aquellos asuntos relacionados con el sistema correccional.  

Artículo VI, Sec. 19, Const. ELA, LPRA Tomo 1, ed. 2016, pág. 455; 

Artículo 4 de la Ley Núm. 2-2011, denominado como Plan de 

Reorganización de 2011, 3 LPRA Ap. XVIII sec. 4.  Cónsono con 

este imperativo constitucional, en función de mantener un sistema 

correccional eficaz y a los fines de reglamentar los asuntos 

relacionados con la clasificación y custodia de un confinado fue 

aprobado el Manual para la Clasificación de los Confinados, Núm. 

9151, Departamento de Corrección y Rehabilitación, 22 de enero 

de 2020 (Reglamento Núm. 9151).  El estatuto reglamentario se 

estableció con el propósito de implementar “un sistema organizado 

para ingresar, procesar y asignar a los confinados en instituciones 

y programas de adultos del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR).  La clasificación adecuada de los confinados 

contribuirá favorablemente a la planificación, tanto a corto como a 

largo plazo, proveyendo la información necesaria para lograr 

eficacia en la administración, investigación y preparación de 

presupuestos”.  Artículo II del Reglamento Núm. 9151.  

A tales fines, el Manual de Clasificación creó el Comité de 

Clasificación y Tratamiento y define el mismo como el organismo 

responsable de evaluar las necesidades de seguridad y de 

programas de los confinados sentenciados.  Sec. I del Manual de 

Clasificación, supra. 

Para realizar las reclasificaciones periódicas, se sigue el 

proceso establecido en la Sec. 7 del Manual de Clasificación, 
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utilizando el Formulario de Reclasificación de Custodia. Formulario 

de Clasificación de Custodia, Apéndice K del Manual de 

Clasificación, supra.  No obstante, la reevaluación de custodia no 

necesariamente resultará en un cambio en la clasificación de 

custodia o la vivienda asignada.  Su función primordial es verificar 

la adaptación del confinado y prestarle atención a cualquier 

situación que pueda surgir.  Parte IV, Sec. 7, del Manual 

de Clasificación, supra. 

Mientras, el nivel de custodia se determinará empíricamente 

a través de un instrumento de medición conocido como Formulario 

de Reclasificación de Custodia (Formulario de Reclasificación). 

Formulario de Reclasificación de Custodia, Apéndice K del Manual 

de Clasificación, supra. Luego de evaluar ciertos factores objetivos, 

el nivel de custodia que designará se hará conforme a la siguiente 

escala: Mínima = 5 puntos o menos; Mediana = 5 puntos o menos 

si el confinado tiene una orden de detención, de arresto, de 

violación de libertad bajo palabra o de probatoria; Mediana = 6-10 

puntos; Máxima = 7 puntos o más en los renglones 1-3; Máxima = 

11 puntos o más en los renglones 1-9. 

La escala de evaluación para determinar el grupo en el que 

se ubicará al confinado está basada en criterios objetivos a los que 

se asigna una ponderación numérica fija.  Así, mientras más alta 

es la puntuación en la escala, mayor es el nivel de custodia que 

necesita el confinado.  López Borges v. Adm. de Corrección, 185 

DPR 603,609 (2012). 

Así, los criterios objetivos que el Comité evaluará en el 

proceso de reclasificación de custodia del confinado serán los 

siguientes: (1) la gravedad de los cargos y sentencias actuales; (2) 

historial de delitos graves previos; (3) historial de fuga; (4) número 

de acciones disciplinarias; (5) acciones disciplinarias previas 

serias; (6) sentencias anteriores por delitos graves como adulto; (7) 
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participación en programas y tratamiento; y (8) la edad del 

confinado.  A cada criterio descrito se le asigna una puntuación en 

la plantilla de evaluación que se sumará o restará según 

corresponda a la experiencia delictiva del confinado.  El resultado 

de estos cómputos establece el grado de custodia que debe 

asignarse objetivamente al evaluado. Formulario de Reclasificación 

de Custodia, Apéndice K del Manual de Clasificación, supra. 

El Formulario de Clasificación también le provee al 

evaluador algunos criterios adicionales, discrecionales y no 

discrecionales, para determinar el grado de custodia que 

finalmente recomendará para determinado confinado o confinada.  

De este modo, el DCR procura asegurar el control y la supervisión 

adecuada de los miembros de la población penal, individualmente 

y como grupo.  En específico, sobre las modificaciones 

discrecionales, el inciso (D) del Apéndice K del referido Reglamento, 

en lo aquí pertinente, consagra lo siguiente: 

Toda modificación discrecional debe estar basada en 
documentación escrita, proveniente de reportes 
disciplinarios, informes de querellas, informes del libro de 
novedades, documentos del expediente criminal o social y 
cualquier otra información o documento que evidencia 
ajustes o comportamiento del confinado contrario a las 
normas y seguridad institucional. 
 
Gravedad del delito: La puntuación subestima la gravedad 
del delito. El personal tiene que documentar las 
características del delito que aparecen en la declaración de 
los hechos que se están utilizando como fundamento para 
la decisión de la modificación. 
 
Los confinados cuyas circunstancias del delito y sus 
consecuencias hayan creado una situación de tensión en la 
comunidad, revistiéndose el caso de notoriedad pública y la 
comunidad se sienta amenazada con su presencia. 
 
Que el Tribunal haya sentenciado al confinado a cumplir 
sentencia mediante Reincidencia Agravada. 
 
Historial de violencia excesiva:  El confinado tiene un 
historial documentado de conducta violenta, tales como 
asesinato, violación, agresión, intimidación con un arma o 
incendio intencional que no están totalmente reflejadas en 
la puntuación del historial de violencia. Esta conducta 
puede haber ocurrido hace más de cinco años antes, 
durante un encarcelamiento o mientras estuvo asignado 
anteriormente a un programa comunitario. 
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Se refiere a confinados cuyo historial de funcionamiento 
social delictivo revele agresividad o que constantemente sus 
acciones manifiesten conducta violenta. Esta podría 
demostrarse a través de ataques físicos o tentativa de 
ataques a otros confinados, a oficiales de custodia, a 
empleados o a cualquier otra persona, acompañados estos 
en ocasiones por el uso de armas, vocabulario provocador e 
insultante o destrucción de la propiedad. 
 
[…] 
 
Riesgo de Fuga: El confinado ha hecho amenazas 
significativas de fugarse o tiene un historial documentado 
de condenas por fuga(s) o intento(s) de fuga. 
 
Se refiere a aquellos casos que se consideren riesgos 
inminente de fuga porque presentan una tendencia a 

incurrir en este comportamiento. Este se puede evidenciar 
por su historial de fugas en reclusiones anteriores, 
tentativa, planificación o ejecución de fugas en su presente 
reclusión, ya sea desde la institución correccional, salida 
oficial de la institución, tribunales, centro de tratamiento o 
programa del Gobierno de Puerto Rico o privado, 
supervisado o licenciado por una agencia del mismo o un 
programa de desvío bajo la jurisdicción, supervisión y/o por 
contrato con el Departamento de Corrección y 
Rehabilitación, que se fugue o evada de la custodia legal 
que ejerce sobre ello otra persona con autoridad legal. 
 
Podría referirse a casos que al incurrir en fuga o tentativa 
han hecho uso de la fuerza o violencia, toma de rehenes, o 
a realizar aquel acto u omisión que constituya delitos 
graves o tentativa de fuga; o la fuga represente una seri[a] 
amenaza para su seguridad personal, o de los empleados de 
la comunidad.  No necesariamente debe existir una 
sentencia para utilizar este criterio, pero debe existir 
evidencia. 
 
[…]. 

 

Nuestro más Alto Foro, ha reconocido que la determinación 

administrativa sobre el nivel de custodia de los confinados requiere 

efectuar un adecuado balance de intereses.  Cruz v. 

Administración, 164 DPR 341, 352 (2005).  En un lado, está el 

interés público de lograr la rehabilitación de la persona confinada y 

el interés en la seguridad de la institución y de la población penal y 

al otro, estará el interés de la persona confinada particular de 

permanecer en determinado nivel de custodia.  Íd.  El interés 

público en la rehabilitación de la población penal y en la seguridad 

institucional debe prevalecer sobre el interés particular del 

confinado en permanecer en un nivel de custodia en específico o en 

determinada institución penal.  Id., pág. 354.  Dado que, precisa el 
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sopesar una serie de factores, la determinación sobre la 

procedencia de un cambio de custodia requiere la pericia de 

Corrección.  Íd. 

El Comité de Clasificación de la División Central de 

Clasificación está compuesto por peritos, técnicos sociopenales, 

oficiales o consejeros correccionales que cuentan con la capacidad, 

conocimiento y experiencia necesaria para atender las necesidades 

del confinado y realizar este tipo de evaluación.  Cruz v. 

Administración, supra.  Es por ello que, salvo que sea arbitraria, 

caprichosa o no esté sustentada por evidencia sustancial, su 

determinación debe sostenerse.  Íd.  Mientras que “la decisión sea 

razonable, cumpla con el procedimiento establecido en las reglas y 

los manuales, y no altere los términos de la sentencia impuesta, el 

tribunal deberá confirmarla”.  Íd.  Nuestro Tribunal Supremo ha 

puntualizado que la norma de deferencia a la determinación 

administrativa cobra aún más importancia en las decisiones que 

toma Corrección sobre los niveles de custodia de los confinados.  

Íd. 

Tal deferencia se apoya, además, en el hecho de que los 

procesos administrativos y las decisiones de las agencias están 

investidos de una presunción de regularidad y corrección.  García 

Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870 (2008); Otero v. Toyota, 163 

DPR 716 (2005); Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 DPR 116 

(2000).  Esta presunción debe ser respetada mientras la parte que 

las impugne no produzca suficiente evidencia para derrotarlas.  

Rivera Concepción v. A.R.P.E., supra.  

Sin embargo, las determinaciones de los organismos 

administrativos no gozan de tal deferencia cuando estos actúan de 

manera arbitraria, ilegal, irrazonable o cuando la determinación no 

se sostiene por prueba sustancial existente en la totalidad del 

expediente.  O.E.G. v. Rodríguez, 159 DPR 98 (2003).  En armonía 
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con lo previamente enunciado, debemos limitarnos a analizar si 

Corrección actuó en contravención a su ley habilitadora, de forma 

arbitraria o ilegal, o en forma tan irrazonable que su actuación 

constituye un abuso de discreción.  Comisión Ciudadanos v. G.P. 

Real Property, 173 DPR 998 (2008). 

III. 

En su comparecencia, el Departamento de Corrección 

sostiene que procede la desestimación del recurso debido al 

incumplimiento del señor Del Valle Bermúdez con las normas de 

perfeccionamiento de los escritos.  Arguye, además, que la 

determinación administrativa no cumple con las exigencias de la 

LPAU, por carecer de determinaciones de hechos y conclusiones de 

derecho, por lo que razona que la misma carece de finalidad. 

Sabido es que la revisión judicial de las determinaciones 

finales administrativas por este Tribunal, se realizan al amparo de 

la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017 (LPAU), según enmendada.  3 

LPRA sec. 9601 et seq.  Conforme a la Sec. 3.14 de dicho cuerpo 

legal, y en lo aquí pertinente, una orden o resolución final deberá 

incluir y exponer las determinaciones de hecho y conclusiones de 

derecho que fundamentan la adjudicación; la disponibilidad del 

recurso de reconsideración o revisión según sea el caso; y advertirá 

el derecho de solicitar la reconsideración ante la agencia o de 

instar el recurso de revisión como cuestión de derecho en el 

Tribunal de Apelaciones.  Así también, la Regla 57 de nuestro 

Reglamento contempla el requisito de finalidad de las resoluciones 

de las agencias administrativas para poder atenderlas. 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 57. 

Tras un detenido estudio de los documentos que conforman 

el legajo apelativo, el cual incluye los Acuerdos del Comité en 

cuanto a la clasificación del señor Del Valle Bermúdez, como la 
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denegatoria sobre su recurso de reconsideración, resolvemos 

declarar No Ha Lugar, la solicitud de desestimación del recurso, 

respecto a ninguna de las razones aducidas por el Departamento 

de Corrección.  Si bien el recurrente no acompañó su escrito de un 

apéndice, el expediente administrativo nos resultaba esencial en la 

adjudicación y hoy contamos con su beneficio.  De la totalidad de 

este expediente se desprenden los hechos pertinentes en los que el 

Comité de Clasificación se fundamenta para decidir y llegar a la 

conclusión que se impugna a través del recurso.  La determinación 

tomada alude a su vez al Manual para la Clasificación de 

Confinados y los datos básicos que debe tomar en consideración.  

Es preciso destacar, que tanto el Acuerdo del Comité de 

Clasificación como la denegatoria de la reconsideración emitida por 

la Oficina de Clasificación, contienen las advertencias legales 

necesarias sobre la presentación de la reconsideración ante el foro 

administrativo y la solicitud de revisión ante este Tribunal de 

Apelaciones.  Forzoso es concluir, que en efecto la determinación 

administrativa recurrida cuenta con el carácter final necesario 

para ser revisada ante este foro apelativo, ejercicio que a 

continuación procedemos a realizar. 

En el proceso administrativo cuestionado, el Comité de 

Clasificación llevó a cabo una evaluación no rutinaria al recurrente 

para actualizar su evaluación tras la emergencia provocada por el 

COVID-19.  Según surge de la Escala de Reclasificación (Casos 

Sentenciados), (Escala), la puntuación objetiva total de custodia 

fue de 4, que permite un nivel de custodia mínima.  Ahora bien, el 

Comité de Clasificación utilizó la modificación discrecional sobre el 

historial de violencia excesiva para asignar un nivel de custodia 

más alto.  En su acuerdo tomado, explicó: “El 21 de julio de 2013, 

a eso de las 9:40 de la noche en el negocio “El Cepo de Papito” del 

Barrio Rincón de Cidra, y en posesión ilegal de un arma de fuego, 
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el actual miembro de la población correccional ultimó a balazos a 

un joven de 26 años de edad tras una aparente discusión.  Tras el 

inicio del juicio en su contra y haber quedado en libertad con 

supervisión electrónica, y en un intento de evadir responsabilidad 

por la empresa delictiva descrita anteriormente, el actual confinado 

rompió la cinta sujetadora del aparato de rastreo y se evadió.  Dos 

años después fue capturado en Estados Unidos y extraditado para 

que cumpliera sentencia por los delitos pendientes de Asesinato y 

violación a la Ley de Armas”.   

El Comité de Clasificación reconoció que, durante su 

confinamiento el señor Del Valle Bermúdez no había incurrido en 

actos de indisciplina y que realizaba labores en la cocina con un 

desempeño satisfactorio.  También señaló que le restaban 49 años 

para que la Junta de Libertad Bajo Palabra adquiriera jurisdicción 

en su caso.  En consideración a que el proceso de rehabilitación de 

un miembro de la población correccional es uno gradual y 

complejo; y para garantizar la rehabilitación, así como la seguridad 

pública, entendió que era necesario que el recurrente continuara 

observando sus ajustes en una institución de máximas 

restricciones.  Se entiende que así se beneficiará de los 

tratamientos que ofrece la institución, de modo que pueda 

obtenerse, además, un perfil más claro de su personalidad y 

evaluar el riesgo.  

Al denegar la reconsideración presentada por el señor Del 

Valle Bermúdez, la Oficina de Clasificación de Confinados Nivel 

Central, decidió concurrir con la determinación tomada por el 

Comité de Clasificación.  En dicha determinación, la Oficina de 

Clasificación de Confinados hizo constar que para cumplir con sus 

objetivos, el Manual para Clasificación de Confinados debía tomar 

en consideración los delitos y sentencias actuales, el historial 

delictivo anterior y los encarcelamientos previos, entre otros 
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criterios.  Indicó que se utilizó la modificación discrecional de 

historial de violencia excesiva debido a que el señor Del Valle 

Bermúdez puso en riesgo la vida de otras personas que se 

encontraban en el negocio donde se dieron los hechos; y tras el 

inicio del juicio en su contra, mientras estaba en libertad bajo 

supervisión electrónica, se evadió. 

Ciertamente, el Manual de Clasificación contempla la 

existencia de factores que permiten modificaciones discrecionales 

para aumentar el nivel de custodia.  Entre dichos factores, se 

encuentra la gravedad del delito, el historial de violencia excesiva y 

el riesgo de fuga, entre otros. Reglamento Núm. 9151, Apéndice K 

Sec. III, inciso (D).  En cuanto al criterio de historial de violencia 

excesiva se refiere a cuando el “confinado tiene un historial 

documentado de conducta violenta, tales como asesinato, […] que 

no están totalmente reflejadas en la puntuación del historial de 

violencia.  Esta conducta puede haber ocurrido hace más de cinco 

años antes, durante un encarcelamiento o mientras estuvo 

asignado anteriormente a un programa comunitario”.  Íd. 

El recurrente sostiene que erró el Comité de Clasificación al 

aplicar la modificación discrecional sobre historial de violencia 

excesiva.  Arguye que los hechos pasados no tienen nada que ver 

con la conducta que ha mantenido desde que entró al sistema 

carcelario y que no hay nada adverso en su expediente. 

Es evidente que, la naturaleza, gravedad de los delitos y lo 

extenso de la sentencia no fue el único criterio considerado por el 

Comité de Clasificación al realizar su evaluación.  A pesar de que, 

en el formulario sobre Escala de Clasificación se marcó 

únicamente la modificación discrecional de historial de violencia 

excesiva, la decisión de ratificar el nivel de custodia del señor Del 

Valle Bermúdez en máxima seguridad también fue producto de la 

consideración y evaluación de varios factores que incluyen la 
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gravedad del delito y el riesgo de evasión.  Todos estos elementos 

están contemplados en las modificaciones discrecionales para 

asignar un nivel de custodia más alto.   

En atención al marco jurídico antes reseñado, la 

determinación administrativa de la cual se solicita revisión judicial 

se trata de un dictamen discrecional, emitido por un cuerpo al que 

se le reconoce el peritaje en la materia.  Los elementos 

considerados por dicho cuerpo al tomar la determinación 

recurrida, según fueron consignados en la misma, encuentran 

apoyo en la totalidad del expediente y nos parecen razonables.  No 

habiéndose demostrado actuación administrativa arbitraria, 

caprichosa o errada en la aplicación de la norma jurídica, procede 

la confirmación del dictamen recurrido.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Resolución emitida por el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


